
La Invalidez de los Actos Administrativos en el 
Procedimiento Administrativo en el 

Derecho Español 

l. INTRODUCCIÓN 

El problema de la invalidez de los actos jurídicos re­
viste singular importancia desde la perspectiva del 
Derecho Administrativo, en tanto se produce una al­
teración de los principios que rigen aquella invalidez 
en el ordenamiento privado1• 

El presente estudio intenta examinar las principales 
diferencias existentes entre los ámbitos privado y 
público en lo referente a la invalidez de los actos jurí­
dicos. Se analizará, especialmente, la nulidad de ac­
tuaciones en el procedimiento administrativo, objeto 
de este trabajo. 

Asimismo, y al hilo de la exposición, se complemen­
tarán los temas indicados con Jurisprudencia del Tri­
bunal Supremo y del Tribunal Constitucional, mos­
trando la evolución que la misma ha sufrido en la 
materia. 

11. EL ACTO ADMINISTRATIVO 

1. Concepto 

Sin perjuicio de posteriores matizaciones, podemos 
utilizar el concepto que sobre acto administrativo 
establece Parada: «acto administrativo es aquél 
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dictado por una Administración Pública u otro 
poder público en el ejercicio de potestades admi­
nistrativas y mediante el que impone su voluntad 
sobre los derechos, libertades o intereses de otros 
sujetos públicos o privados bajo control de la 
jurisdicción contencioso-administrativa2 ». 

2. Acto administrativo y acto político 

El problema de los actos políticos, aquéllos que se 
encuentran exentos de cualquier tipo de fiscalización, 
surge por primera vez en Francia durante la etapa de 
la Restauración Borbónica a raíz de las actuaciones 
del Consejo de Estado. 

Con la promulgación de la actual Ley de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre 
de 1956, los actos de gobierno o políticos quedan re­
ducidos según su artículo 2 «a las cuestiones que se 
susciten en relación con los actos políticos del gobier­
no, como son los que afecten a la defensa del territorio 
nacional, relaciones internacionales, seguridad inte­
rior del Estado y mando y organización militar». Con 
este artículo estaríamos ante un sistema de lista abier­
ta, puesto que la enumeración que se hace es un mero, 
ejemplo, y estos actos han de emanar del Gobierno, 
identificándose a éste con el Consejo de Ministros. 
Esta es la postura adoptada por nuestro Tribunal Su­
premo'. 

La invalidez de los actos es una consecuencia de la existencia de vicios, y éstos se producen cuando se da la falta o la incorrección 
de los elementos del acto. 
PARADA, R., Ob. cit., p. 208. 
Este concepto está en línea con las concepciones italiana y francesa del provvedimento o de la decision executoire y con el concepto 
de acto administrativo que formula la Ley de Procedimiento Administrativo Alemana. 
SSTS de 26 de Diciembre de 1959, 13 de Marzo y 7 de Octubre de 1960 y 10 de Febrero de 1962. 
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La consideración de acto político con esta Ley del 
27 de diciembre de 1956, sufre un gran giro, dejan­
do de ser considerado acto discrecional, puesto que 
el acto discrecional no gozará ya de inmunidad ju­
risdiccional. 

Con nuestra Constitución queda aún más clara la no 
existencia de actos políticos en nuestro ordenamien­
to, ya que atribuye a los Tribunales el control de la 
potestad reglamentaria y de la legalidad de la actua­
ción administrativa, sin excepción•. 

No obstante, el acto político muestra una gran resisten­
cia a su desaparición ya que las nociones recogidas en 
el concepto de acto político disfrutan de una gran in­
munidad fáctica al configurarse como el ejercicio de 
potestades donde la discrecionalidad es máxima. Así 
queda demostrado por Sentencias del Tribunal Supre­
mo del6 de noviembre de 1986 y 30 de julio de 1987, 
donde el TS califica de acto político exento de control 
judicial un acuerdo tácito del Consejo de Ministros 
desestima torio de la pretensión de que procediese de 
conformidad al art. 100.1 de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos a la adaptación bianual de rentas. 

3. Clases de actos 

Actos expresos y Actos tácitos o presuntos: Los 
actos expresos son aquellas declaraciones efec­
tuadas formalmente por la Administración y con­
signadas normalmente por escrito. En los actos 
tácitos o presuntos la declaración administrativa 
no se exterioriza formalmente, sino que se presu­
me a partir de determinadas actitudes o compor­
tamientos concretos de la Administración. 

Actos singulares y generales: Son singulares los 
actos cuando se dirigen a una persona o a un 
conjunto determinado de personas. Los actos sin­
gulares deben ser notificados personalmente. Son 
generales cuando se dirigen a una pluralidad 
indeterminada de sujetos. Sólo precisan su pu­
blicación. 

Actos constitutivos y meramente declarativos: 
Son constitutivos cuando crean, modifican o ex­
tinguen relaciones o situaciones jurídicas. Son 
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declarativos cuando se limitan a acreditar tales 
situaciones o relaciones sin alterarlas. 

Actos reglados y Actos discrecionales: Actos re­
glados son aquéllos que tienen predeterminados 
sus elementos, prejuzgándose por el legislador 
la decisión a adoptar por la Administración. Sin 
embargo, en los actos discrecionales existe un 
mayor o menor ámbito de posibilidades de 
matización y decisión autónoma por parte de 
la Administración. No debe confundirse 
discrecionalidad con arbitrariedad. 

Actos resolutorios y Actos de trámite: Los actos 
resolutorios5 son los que, siendo soporte de una 
declaración de voluntad de la Administración 
decisoria, de una cuestión de fondo, ponen fin al 
expediente administrativo. Los actos de trámite 
son aquéllos que aún formando parte de ese expe­
diente no les ponen fin. Son el presupuesto de la 
resolución. 

Dentro de la categoría de actos resolutorios pode­
mos distinguir entre actos resolutorios que ponen 
fin a la vía administrativa de los que no lo hacen. 
De los primeros es posible para su control el acceso 
directo a la vía jurisdiccional, mientras que en el 
caso de los segundos este control requiere el agota­
miento previo de la vía administrativa mediante la 
interposición del recurso administrativo. 

Actos firmes consentidos y confirmatorios de 
otros anteriores: Actos firmes son aquéllos no sus­
ceptibles ya de cualquier impugnación por no 
haberse producido ésta en tiempo y forma. Nos 
encontramos ante un acto inatacable. Actos 
confirmatorios son los que suponen una reitera­
ción o reproducción o confirmación de otros an­
teriores firmes y consentidos. 

Actos declarativos de derechos y Actos de grava­
Jlllill: Son actos favorables o declarativos de dere­
chos los que amplían la esfera jurídica de los par­
ticulares. Son fáciles de dictar pero difíciles de 
anular o revocar. Son actos de gravamen o res­
trictivos los que han de dictarse observando que 
limitan la libertad o los derechos de los adminis­
trados o bien les imponen sanciones. 

VILLAR PALASÍ, J.L., Principios de Derecho Administrativo, UNIVERSIDAD COMPLUTENSE MADRID, Madrid, 1993, p. 64. 
STS de 7 de Junio de 1982. 
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4. Los elementos del acto administrativo 

A) Objetivos 
La doctrina suele considerar como tales al contenido 
y a la causa. 

a) Contenido 
Es el objeto del acto, es decir, el efecto práctico 
perseguido con el mismo, ha de ser determinado 
o determinable, posible y lícito. 

Las consecuencias de su omisión son las si­
guientes: 
El artículo 62.1.c) y d) LRJPAC sanciona con nu­
lidad absoluta o de pleno derecho los actos «que 
tengan un contenido imposible» y «que sean 
constitutivos de infracción penal o se dicten como 
consecuencia de ésta», 
siendo anulables aqué-

ciada sea de tal importancia que sin ella el acto 
administrativo no hubiera sido dictado». 

b) Causas. 
La incorporación al Derecho Administrativo de 
este concepto, elaborado en el seno del derecho 
privado, ha originado opiniones dispares6• 

Según González Pérez la causa de los actos ad­
ministrativos representa el fin objetivo hacia el 
que ha de actuar la Administración, siendo, por 
tanto, un elemento objetivo del acto administra­
tivo. Para Garrido Falla, la causa del acto admi­
nistrativo son las circunstancias de hecho que 
justifican su producción en cada caso. 

Prescindiendo de si la causa del acto adminis­
trativo coincide o no con su fin, es lo cierto que 

nuestro Derecho exige la 
llos cuyo contenido in­
curra en «cualquier in­
fracción del ordena­
miento jurídico, incluso 
la desviación de poder» 
(art. 63.1 LRJPAC). 

«Los actos expresos son aquellas 
declaraciones efectuadas 

formalmente por la 
Administración y consignadas 

normalmente por escrito.» 

adecuación del acto con sus 
fines (art. 53.2 LRJPAC), y 
cuando así no ocurra, por 
dictarse el acto para fines dis­
tintos de los fijados por el or­
denamiento jurídico, se incu­
rrirá en la desviación de po­
der que de termina la Conforme al artículo 

53.2 LRJPAC «el conte-
nido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el 
ordenamiento jurídico y será determinado y ade­
cuado a los fines de aquéllos». 

Las llamadas cláusulas accesorias, esto es, la con­
dición, el término y el modo, pueden incluirse 
válidamente en el acto administrativo cuando se 
esté ejerciendo una potestad discrecional, así 
como cuando la propia Ley habilite expresamente 
a la Administración para ello, debiendo, por el 
contrario, estimarse nula su inclusión fuera de 
estos casos, sin que esta nulidad provoque la de 
el acto en que se contiene, si por sí mismo, como 
señaló el TS puede producir los efectos propios 
de su naturaleza y contenido, con independen­
cia de la citada cláusula accesoria, y como se de­
riva del art. 64.2 LRJPAC, a cuyo tenor «la nuli­
dad o anulabilidad en parte del acto administra­
tivo no implicará los de las partes del mismo in­
dependientes de aquélla, salvo que la parte vi-

anulabilidad del acto. 

B) Elementos formales. 
La forma se manifiesta en dos aspectos concretos: 

a) Procedimiento. 
Se ha definido como el cauce formal de la serie de 
actuaciones en que se concreta la actividad admi­
nistrativa de los órganos de la Administración 
para que sus resoluciones tengan validez jurídica. 

Respecto del mismo el art. 53.1 LRJPAC establece 
que «los actos administrativos que dicten las Ad­
ministraciones Públicas, bien de oficio o a ins­
tancia del interesado, se producirán por el órga­
no competente ajustándose al procedimiento es­
tablecido. 

b) Forma de la declaración. 
Frente al principio de libertad de forma que rige 
en el ámbito del derecho privado, en el derecho 

A este particular no falta quienes niegan que la causa constituye un elemento del acto administrativo. En este sentido GIANNINNI 
y ALESSI, citados por VILLAR PALASÍ, Ob. cit. p. 70. 
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administrativo ésta está tasada, generalmente, 
debiendo de constar los actos por escrito, a me­
nos que su naturaleza exija o permita otra forma 
más adecuada. 

111. LA CONSERVACIÓN DE LOS AC­
TOS JURÍDICOS 

l. La idea de conservación en el Derecho 

Una de las características de todo orden jurídico es el 
deber de garantizar la permanencia y estabilidad de 
las relaciones creadas a su amparo, pues todo el siste­
ma de derechos y obligaciones descansa sobre la base 
de la conservación de los actos o negocios de los que 
traen causa. De nada valdría una declaración de vo­
luntad por la que un determinado sujeto se obligara a 
realizar una prestación si luego el obligado pudiera 
libremente revocarla. «La efectividad del Derecho -
afirma M. BELADÍEZ ROJ07 - no puede depender de 
la voluntad de aquellos a quienes resulta de aplica­
ción" pues ello supondría privarle de la imperatividad 
que le caracteriza». 

Pero es preciso tener en cuenta que la conservación 
no es sólo un efecto que se produce cuando la situa­
ción que se conserva es legítima. Este resultado se 
produce siempre que exista un acto jurídico, sin im­
portar si es o no conforme a Derecho, hasta que se le 
prive formalmente de su existencia. Como indica J.L. 
VILLAR PALASÍ", <<El Derecho posee cierta vocación 
de supervivencia que le viene de su propio ser y que le 
hace mantener su validez y su vigencia» de modo que 
<<producida una fuerza se mantiene por inercia 
indefinidamente hasta que se produzca otra fuerza 
igual y contraria>>. «La única forma de evitarlo -in­
dica M. BELADÍEZ ROJ010

- sería estableciendo un 
control previo de legalidad, y éste control es incom­
patible con las necesidades propias del tráfico jurídi­
co; por ello, el control de la adecuación de los actos 
jurídicos con lo dispuesto en el ordenamiento se ha 
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configurado como un control a posteriori, sin perjuicio 
de que en ocasiones también exista algún control pre­
vio de legalidad>>. 

N o obstante, esta vocación de permanencia no signi­
fica que los actos deben ser conservados en todo caso. 
Dos son los requisitos para que el Derecho proteja la 
conservación de un acto jurídico: 

Que con el mantenimiento de ese acto se alcance 
un fin que el Derecho considere digno de protec­
ción. 
Que exista un interés en la consecución de esa 
finalidad. 

El Derecho no sólo va a garantizar la conservación de 
los actos jurídicos cuando éstos no hayan incurrido 
en ninguna infracción del ordenamiento, sino que su 
conservación estará también garantizada, aun cuan­
do el acto incurra en graves vicios, si a pesar de ello es 
preciso conservarlo para salvaguardar otro valor ju­
rídico más importante que es el de la legalidad y me­
recedor de tutela jurídica 11 • Para ello será preciso que 
la conservación se fundamente en alguno de los prin­
cipios jurídicos. 

2. Los distintos principios jurídicos en 
que se puede fundamentar la conser­
vación de un acto jurídico 

A) La conservación de un acto que se inspira en 
principios diferentes del de conservación. 
Cuando se aplican principios diferentes al de conser­
vación para legitimar el mantenimiento de un acto en 
el orden jurídico, es porque el acto que se quiere con­
servar es siempre un acto que ha incurrido en graves 
infracciones, pero que, a pesar de ello, el Derecho con­
sidera necesario proteger porque ha creado una si­
tuación que es preciso conservar por exigirlo así al­
guno de los principios jurídicos que inspiran ese or­
denamiento: buena fe, seguridad jurídica, ... 12 • En es-

BELADÍEZ ROJO, M., Validez y eficacia de los actos administrativos, Marcial Pons, Madrid, 1.994, p. 41. 
Así, el artículo 1.256 del Código Civil indica: <<La validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al arbitrio 
de los contratantes>>. 
VILLAR PALASÍ, J.L., El acto confirmatorio, RAP, 7, p.l3. 

10 BELADÍEZ ROJO, M., Validez y eficacia de los actos administratiws, Marcial Pons, Madrid, 1.994, p. 42. 
11 Piensese en el supuesto de que se expropie ilegalmente unos terrenos para construir una autopista, y cuando se quiere declarar 

la invalidez de ese acto, resulta que la autopista está ya construida. Ahí es evidente que a pesar de que la expropiación es ilegal, 
es necesario conservarla; de otro modo, se causaría un grave perjuicio al interés general. 

12 Ejemplo típico es el de las adquisiciones a non domino inscritas en el Registro por terceros de buena fe. Es claro que si se conserva 
el negocio no es porque el Derecho considere que esa compraventa es válida, sino porque éste es el único medio de salvaguardar 
la confianza que los terceros de buena fe depositaron en el Registro. 
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tos casos, la conservación del acto gravemente vicia­
do sólo es un medio de salvaguardar el valor jurídico 
que se vería vulnerado si este acto fuese expulsado 
del orden jurídico. · 

B) El principio de conservación. 
No ocurre lo mismo cuando se considera necesario 
conservar un acto porque el acto en sí mismo se 
considera valioso. En estos supuestos, la conser­
vación no es sólo un medio de salvaguardar otros 
valores jurídicos, sino que es en sí misma un auténtico 
valor jurídico. El que los actos cumplan el fin al 
que están destinados -si éste es legítimo- constituye 
un valor jurídico, y el principio que lo expresa es 
el que se conoce con el nombre de principio de 
conservación. El fin de la conservación es asegurar 
que ese acto cumpla su propia función para ga­
rantizar la satisfacción de los intereses que moti­
varon su emanación. 

El principio de conservación expresa la existencia de 
un valor jurídico en conservar todo acto capaz de cum­
plir válidamente los fines que tiene encomendados, 
para garantizar la satisfacción de los intereses de los 
sujetos jurídicos; lo que, en última instancia, supone 
garantizar la propia vigencia del Derecho. Pero, si 
bien es cierto que el principio de conservación tiende 
a mantener en vigor el acto para poder alcanzar el fin 
práctico que a través de él se quería conseguir, este 
principio, sin embargo, no ampara todo acto capaz 
de conseguir el resultado pretendido, sino sólo debe 
amparar los actos que validamente puedan alcanzar­
lo; matización que -como señala M. BELADÍEZ 
ROJ013

- «cambia por completo el sentido del princi­
pio, ya que no basta con que el acto pueda conseguir 
el fin pretendido, sino que para que su conservación 
se encuentre protegida por este principio es necesario 
que ese fin se alcance válidamente», de modo confor­
me a Derecho. 

Por tanto, existe un valor jurídico que obliga a conser­
ver todos los actos que puedan cumplir su finalidad 
sin infringir el ordenamiento jurídico, y del que se 
deriva el correlativo deber para todos los sujetos jurí­
dicos de respetar en su actuación este valor. Principio 
que va a tener especial relevancia en el Derecho 
Administrativo, por la necesaria presencia del inte-

·· rés públic9 en el actuar de la Administración. Al te­
, ner todos los actos administrativos un fin público,la 
finalidad que se persigue con esa conservación no es 
sól~ la realización de los intereses de las partes, sino 
la del interés general, fin que todo acto de la Adminis­
tración debe pretender. 

IV. LA INVALIDEZ DE LOS ACTOS AD­
MINISTRATIVOS Y SUS CLASES 

«La teoría de la invalidez afronta -como indica R 
PARADA14 -la patología, los vicios y enfermedades 
que pueden afectar al acto administrativo e incluye 
también el estudio de los remedios sanatorios de los 
defectos y vicios de que adolecen los actos administrati­
vos o, en su caso, de los mecanismos para declarar su 
anulación». Sólo a partir de la declaración formal de 
nulidad por la Administración o los Tribunales el acto 
inválido deja de producir efectos, cediendo la presun­
ción de validez. 

1. Planteamiento general 

La invalidez se puede definir como una situación 
patológica del acto (administrativo, en este caso), ca­
racterizada porque faltan o están viciá.Jos algunos 
de sus elementos. 

La situación actual de la doctrina de los vicios jurídi­
cos del acto es el resultado de un largo proceso histó­
rico que tiene sus orígenes en el Derecho Romano Clá­
sico y que recibe aportaciones posteriores dando lu­
gar a un conglomerado de ideas cuyo significado es 
más bien confuso. 

Sobre la base de que existe una gran imprecisión 
terminológica en la construcción doctrinal de la teo­
ría de los vicios del acto, cabe decir que éstos se pro­
ducen siempre como resultado de la confrontación 
del acto con la norma. De esta confrontación existen 
dos posibilidades: 

Que la estructura, contenido, forma y finalidad 
del acto se acomode a las previsiones de la nor­
ma. El acto estará amparado por la legalidad que 
le otorga el grupo normativo. 

" BELADÍEZ ROJO, M., Validez y eficacia de los actos administrativos, Marcial Pons, Madrid, 1.994, p. 46. 
14 PARADA R, Derecho Administratiz>o !, Parte General, Marcial Pons, Madrid, 1.995, p. 188. 

PARADA R, Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (Estudios, comentarios y texto 
de la Ley 30/1.992, de 26 de Noviembre, Marcial Pons, Madrid, 1.993, p. 249. 
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a) 

b) 

e) 

d) 

Que tales elementos no se ajusten a lo estableci­
do en la norma. El acto se encontrará viciado 
como consecuencia del desajuste con el bloque 
de legalidad perdiendo la protección que éste le 
otorga en orden a su eficacia. Atendiendo a la 
mayor o menor gravedad de este desajuste, po­
dremos clasificar los vicios de los actos en las 
siguientes categorías: 

Nulidad absoluta o plena15 , aplicable en los ca­
sos de mayor gravedad 
en la cobertura legal del 

2. 
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Peculiaridades concretas del Ordena­
miento administrativo. 

Por aplicación de la regla general impuesta por el De­
recho Privado, habrán de ser considerados como nu­
los de pleno derecho los actos en los que no concu­
rran los elementos de legalidad necesarios18 , siendo 
excepcionales los supuestos en que el vicio pueda 
consistir en la mera anulabilidad. 

En el Derecho Administrativo, 
acto. 

Nulidad relativa o 
anulabilidad 1', como vi­
cio de menor gravedad 
que el anterior. 

«La invalidez se puede definir como 
una situación patológica del acto 
(administrativo, en este caso), ca­
racterizada porque faltan o están 
viciados algunos de sus elementos.» 

sin embargo, priman sobre los 
aspectos meramente formales, 
otra serie de consideraciones 
de tipo político, de modo que 
no todas las infracciones se 
consideran suficientes para 
producir efectos invalidantes 

Vicios irrelevantes, don­
de habría que incluir 
aquellos supuestos en que por la escasa trascen­
dencia del desajuste, el Ordenamiento Jurídico 
no prevé sanción alguna. 

Actos inexistentes, que serían aquellos que ado­
lecen de un requisito esencial para su formación, 
de modo que el acto no llega a nacer y carece, por 
lo tanto, de efectos jurídicos17 • 

(las meramente formales son, 
en su mayor parte, irregulari­

dades no invalidan tes) y las que producen tales efectos 
son en su mayor parte subsanables o convalidables 
(nulidad relativa) y sólo en una pequeña parte dan lu­
gar a la nulidad de pleno derecho1

". Se pueden deducir, 
así, las siguientes consecuencias: 

Existirán irregularidades o vicios del acto que 
no darán lugar a su invalidez. 

15 Curiosamente la Ley 30/1992 del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante LAP), ya no denomina a la parte de la ley dedicada a estudiar la nulidad y la anulabilidad (capítulo N del 
Título V) <<invalidez», sino <<nulidad y anulabilidad>>. La razón pudiera ser que el legislador haya preferido adoptar una 
perspectiva práctica, y por ello haya prescindido de la calificación abstracta que merece todo acto contrario a Derecho (invalidez) 
para referirse sólo a aquellas categorías que se derivan de esa situación (la nulidad y la anulabilidad). 

11' Ver nota núm. 18. 
17 Sin perder de vista, eso sí, la problemática existente en torno a la admisión de la <<inexistencia>> como categoría autónoma en 

nuestro Ordenamiento Jurídico. 
A tal efecto indicar que la doctrina francesa, en un principio, admitió como categorías autónomas las de nulidad e inexistencia. 
Pero posteriormente, un amplio sector doctrinal ha rechazado tal diferenciación. 
Por lo que respecta a la doctrina española, en general, se rehúsa tal diferenciación (nulidad/inexistencia), incluyendo el supuesto 
de carencia de algún elemento esencial para la formación del acto como causa de nulidad y atribuyendo a ese supuesto Jos 
mismos efectos que a la nulidad de pleno derecho. 
Por otra parte, sólo indicar que la doctrina española sí acepta, unánimemente, la distinción nulidad/anulabilidad, pese a que la 
misma no se recoge expresamente en el Código Civil. Y los autores se han referido a ambos fenómenos (nulidad/anulabilidad) 
con diferentes nombres que pueden llevar a confusión. Así, se ha llamado a la nulidad de pleno derecho: <<inexistencia>>; y a la 
anulabilidad: <<nulidad>>. 

18 Podríamos incluir aquí, al hilo de lo ya indicado, dos supuestos: 
- Inexistencia: carencia de algún elemento esencial para el nacimiento del acto. 
- Nulidad de pleno derecho propiamente dicha: recogida en el artículo 6.3 del Código Civil, a tenor del cual <<Los actos contrarios 
a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para 
el caso de contravención>>. 

w Como dicen GARRIDO FALLA, F y FERNÁNDEZ PASTRANA, JOSÉ MARiA, «Lo que es regla general en el Derecho Civil deviene 
excepción en Derecho Administrativo>>. Régimen Jurídico y Procedimiento de las Administraciones Públicas (Un estudio de la Ley 
30/1992), Civitas, Madrid, 1.993, p. 161. 
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La regla general en materia de vicios consistirá 
en la anulabilidad, permitiéndose la convalida­
ción de los actos afectados por vicios de esa na­
turaleza y aplicándose sólo excepcionalmente la 
nulidad absoluta. 
No tendrá cabida en el Derecho Administrativo 
el concepto de acto inexistente habida cuenta del 
principio de tipicidad. Esta afirmación es 
aclaratoria de numerosas Sentencias del Tribu­
nal Supremo que no entran en el proceso conten­
cioso-administrativo en el fondo del asunto, por­
que entienden que hay un acto administrativo 
inexistente20 • 

3. La presunción de validez de los actos 
administrativos 

Las razones invocadas para explicar la diferencia de 
la regulación de la invalidez en el Derecho Adminis­
trativo y Civil y, en especial, la reducción al mínimo 
de los supuestos de nulidad absoluta en aquél, son la 
necesidad de preservar la presunción de validez de 
los actos administrativos, así como la seguridad jurí­
dica. 

Además -como señalan J.L. VILLAR PALASÍ y J.L. 
EZCURRA"- «el problema de los vicios del acto adminis­
trativo es eminentemente una cuestión de procedimiento 
debido a la presunción de validez. (. . .) Se trata de hacer 
compatibles dos principios contrapuestos: en primer lugar, 
que todo acto que no responda al bloque de legalidad debe 
ser privado de efectos a fin de mantener la primacía de la 
norma. En segundo, el criterio de la estabilidad de las si­
tuaciones jurídicas creadas por los actos en aras del princi­
pio de seguridad». 

La regulación legal enlaza con una jurisprudencia tra­
dicional muy tolerante con los vicios del acto adminis­
trativo que advertía de la prudencia con que ha de 
abordarse la invalidez de los actos administrativos. 
Así, en la Sentencia del Tribunal Supremo (en adelan-

teSTS) de 21 de Enero de 1936 22 se decía que «en la 
esfera administrativa ha de ser aplicada con mucha 
parsimonia y moderación la teoría jurídica de las 
nulidades, dada la complejidad de los intereses que 
en los actos administrativos entran en juego». 

V. LA INEXISTENCIA 

La existencia misma de esta categoría es bastante dis­
cutible, sobre todo en el Derecho Admínistrativo. Pero, 
aunque se le reconozca una sustantividad propia, las 
consecuencias que de ella se derivan van a ser las 
mismas que las que se deducen de la nulidad de ple­
no derecho, por lo que, -y según SANTAMARÍA- «el 
mayor escollo de la teoría de la inexistencia es su dife­
renciación de la nulidad, ya que, aún cuando sea po­
sible la diferenciación teórica,( ... ) en la mecánica ju­
dicial de aplicación del Derecho, el acto inexistente 
posee un régimen idéntico al del acto nulo». 

En la jurisprudencia española, mientras algunas sen­
tencias afirman la inaceptabilidad del acto inexisten­
te y de su carencia de efectos sin necesidad de decla­
ración administrativa o judicial'', otras, al igual que 
en la jurisprudencia italiana y francesa, parecen asi­
milar el acto inexistente al acto radicalmente nulo en 
supuestos de incompetencia manifiesta, pero sin que, 
en ningún caso, lleguen a establecer un régimen jurí­
dico diferenciad <Y• . 

Por todo ello -y siguiendo a M. BELADÍEZ ROJ025 , 

«no parece necesario conceptuar esta figura como una 
categoría autónoma». 

VI. LA NULIDAD DE PLENO DERE­
CHQ26 

l. Concepto 

El acto nulo de pleno derecho es aquél que, por estar 
afectado de un vicio especialmente grave, no debe 

2" En realidad, se trata de un problema semántico: se quiere decir que contra un dictamen -por ejemplo- no vale recurso ya que no hny acto 
sino actuación debido a lo cual hay que esperar a que concluya el procedimiento con el acto administrativo. No es que se enfrente el Tribunal 
a un acto administrativo inexistente, es que no hay acto. 

21 VILLAR PALASÍ, J.L. y VILLAR EZCURRA, J.L., Principios de Derecho Administrativo II, Servicio Publicaciones Facultad de 
Derecho. UNIVERSIDAD COMPLUTENSE MADRID, Madrid, 1993, p. 149. 

22 En el mismo sentido la STS de 17 de Junio de 1980. 
n En este sentido la STS de 29 de Mayo de 1979. 
24 STSS de 4 de Marzo y de 11 de Mayo de 1981 y STS de 21 de Noviembre de 1983. 
25 BELADÍEZ ROJO, M., Validez y eficacia de los actos administrativos, Marcial Pons, Madrid, 1994, p. 58. 
2" Como indica la STS de 29 de Julio de 1992, «la nulidad de pleno derecho o nulidad absoluta constituye el grado máximo 

de la invalidez, siendo sus causas taxativas>>. 
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producir efecto alguno y, si lo produce, puede ser anu­
lado en cualquier momento sin que a esa invalidez 
pueda oponerse la subsanación del defecto o el trans­
curso del tiempo. 

Esta categoría se va a caracterizar por la 
imprescriptibilidad de la acción de impugnación y 
por reconocérsele una amplia legitimación. Así, se 
garantiza que los actos nulos puedan ser expulsados 
del orden jurídico en cualquier momento y por cual­
quier persona. Como afirma T.R. FERNÁNDEZ27 , «el 
vicio es tal que trasciende de la esfera individual del 
inmediatamente afectado, a quien por ello el ordena­
miento le niega la posibilidad de prestar su asenti­
miento, porque este asentimiento individual no pue­
de comprometer al orden mismo y la seguridad de los 
demás». 

La regulación actual de la nulidad de los actos admi­
nistrativos se encuentra, como ya se ha indicado, en 
el artículo 62 LAP. La vieja polémica acerca de 
«numerus clausus» de la causa de nulidad deja de 
tener sentido al existir un apartado final en el men­
cionado artículo que admite cualesquiera otras que 
expresamente establezca una disposición con rango 
de ley. 

2. Supuestos de nulidad 

La necesidad de poder conocer de antemano cuál 
pueda ser la sanción frente a una infracción del Orde­
namiento Jurídico obligará a establecer unos 
estándares apriorísticos en la gradación de los vicios 
del acto y de sus efectos. Surgen así las llamadas cau­
sas de nulidad de los actos, configurables como moti­
vos tasados para la apreciación de este vicio. 

Ahora bien, ¿cuáles son esas causas o infracciones de 
mayor gravedad que determinan la nulidad radical? 

JUANA MORCILLO MORENO 

Doctrinalmente, según R. PARADA, se ha respondi­
do a esta cuestión con diversos criterios: 

El de la apariencia u ostensibilidad del vicio. 
El de la carencia total de un elemento esencial28 • 

El de su contradicción con el orden público. 

Frente a estos criterios más generales y flexibles que 
remiten al juez, a la vista de las circunstancias con­
cretas de la impugnación de un acto, la tarea de cali­
ficar la nulidad de pleno derecho, el artículo 62 LAP 
relaciona los supuestos en que concurre ese vicio es­
pecialmente grave. 

A) Actos que lesionen el contenido esencial de los 
derechos y libertades susceptibles de amparo consti­
tucional. 

Este caso ha sido introducido por la LAP con la inten­
ción de reforzar la protección de los derechos 
fundamentales, la cual ya goza de una especial ga­
rantía procesal a partir de la Ley 62/1.978, de 26 de 
Diciembre, de Protección de los Derechos Fundamen­
tales, y del recurso de amparo regulado por la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Se plantea la cuestión de la determinación de esos 
derechos y libertades y de su contenido esencial29 : 

Sobre la tabla de derechos y libertades a que afecta 
este precepto, según indican los artículos 53.2 y 161.1 
de la Constitución Española (en adelante CE), habrá 
que remitirse al artículo 14 CE y a los derechos con­
signados en la Sección 1 del Capítulo II del Título 
1, así como el derecho a la objeción de conciencia re­
conocido en el artículo 30 CP0

• Es decir, la nulidad 
se pone en conexión directa con los derechos y 
libertades susceptibles de amparo; así, toda la Juris­
prudencia existente al respecto -tanto del Tribunal 
Supremo como del Tribunal Constitucional- será 
aplicable a esta clase de supuestos en que bastará, 

27 T.R. FERNÁNDEZ, <<La doctrina de los vicios del acto administrativo>>, Madrid, 1.993, p. 222. 
28 Supuesto que, como ya se ha adelantado en el presente trabajo, sería subsumible en la inexistencia, de admitirse esta categoría 

como independiente. 
29 Garrido Falla y Fernández Pastrana muestran sus dudas sobre el acierto de este acotamiento de la nulidad absoluta a los 

supuestos de lesión del contenido esencial. Indican que el acceso al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional no está 
condicionado a que el acto, la sentencia o la norma impugnada lesionen el <<contenido esencial» del derecho fundamental, sino el 
derecho mismo tal como la Constitución lo protege. De modo que actos administrativos que lesionan derechos fundamentales 
-aunque no necesariamente su contenido esencial- si no son anulados por los Tribunales de Justicia, podrán serlo finalmente por 
el Tribunal ConstitucionaL pero esos mismos actos !lQ se considerarán nulos de pleno derecho si no lesionan el contenido esencial 
del derecho fundamental. <<Dicho de otro modo: podrán convalidarse por el transcurso de los plazos de recurso o de la acción anulatoria 
correspondiente, actos que lesionan derechos fundamentales protegidos por la Constitución y subsistir frente a ella». Régimen Jurídico y 
Procedimiento de las Administraciones Públicas (Un estudio de la Ley 30/1.992), Civitas, Madrid, 1.993, pp. 167 y 168. 

~1 Es decir a los derechos que están protegidos por el recurso de amparo constitucional. 
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por tanto, con saber si una determinada actuación 
de la Administración es susceptible de ser recurrida 
conforme a lo previsto en la Ley 62/78 para concluir 
que, en caso afirmativo, estaremos ante una causa de 
nulidad absoluta. 

En la determinación del contenido esencial de 
esos derechos y libertades la cuestión no es tan 
clara. Se trata de un concepto jurídico que ha de 
determinarse caso por caso, y que por su propia 
generalidad es susceptible de interpretaciones no 
coincidentes, dando lugar, sin duda, a pronun­
ciamientos de la Jurisprudencia Contencioso­
Administrativa y Constitucional. En este senti­
do, según el Tribunal Constitucional «la búsque­
da de ese contenido debe hacerse interrogándose por la 
naturaleza jurídica del derecho en cuestión con inde­
pendencia de su regulación jurídica concreta». Aho­
ra bien, esa abstracta indagación «debe ser referí­
da al momento histórico de que en cada caso se trate y 
a las condiciones inherentes en las sociedades 
democráticas»31 • Junto a esos parámetros hay que aña­
dir la detección de los intereses jurídicamente protegi­
dos que dan vida al derecho, de modo que se rebasaría 
el contenido esencial de un derecho cuando se limita 
de tal manera que se dificulta su ejercicip más allá de 
lo razonable o queda despojado de la necesaria protec­
ción (STC 196/1987, de 11 de Diciembre). 

B) Actos dictados por órgano manifiestamente in-
competente por razón de la materia o del territorio. 

El artículo se refiere a la incompetencia ratione 
materia ora tione loci, excluyendo, por tanto, cualquier 

otro criterio competencia!, y más concretamente, 
el jerárquico. 

Para la mayoría de los autores, como GARRIDO 
FALLA32 , FERNÁNDEZ PASTRANA33 , PAREJO 
ALFONS0'4 , JIMÉNEZ-BLANC035 , ORTEGA 
ALVAREZ36 , VILLAR PALASÍ37 o VILLAR 
EZCURRA38 , esta precisión será indiferente, ya 
que simplemente vendría a ratificar la opinión 
de que los vicios competenciales jerárquicos no 
son determinantes de nulidad, sino sólo de 
anulabilidad, al haber prevenido la propia LAP, 
en su artículo 67.3, la posibilidad de convalida­
ción del vicio de incompetencia por el órgano 
competente cuando sea superior jerárquico del 
que dictó el acto convalidado39 • 

Para un pequeño sector doctrinal, encabezado 
por R. PARADA.¡(), «el criterio legal no es siempre 
de recibo, por cuanto las incompetencias jerár­
quicas que podrán ser convalidadas, y por ello 
excluirse de la nulidad de pleno derecho, serán 
únicamente las que ofrezcan dudas sobre el gra­
do de la jerarquía y, quizás,las menos graves;( ... ) 
pero no los casos inversos de flagrante y grave 
incompetencia jerárquica»41

• El autor menciona­
do indica cómo jurisprudencialme.<te se ha ad­
mitido este criterio en determinadas ocasiones42 • 

Por otro lado, resulta conveniente, para estudiar 
esta causa de nulidad, el análisis de la jurispru­
dencia: 

a) La incompetencia ha de ser manifiesta, no sien­
do talla dudosa o parcial, sino la notoria, clara, 

11 Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante STC) 1111.981, de 8 de Abril. 
12 GARRIDO FALLA, F y FERNÁNDEZ PASTRANA, J.M., Régimen Jurídico y Procedimiento de las Administraciones Públicas (Un 

estudio de la Ley 30/1.992), Civitas, Madrid, 1.993, p. 168. 
11 Ver nota anterior. 
" PAREJO ALFONSO, L., JIMÉNEZ-BLANCO, A. y ORTEGA ALVAREZ, L., Manual de Derecho Administrativo, Ariel, Barcelona, 

1.994. p. 495. 
15 Ver nota anterior. 
1
" Ídem. 

17 VILLAR PALASÍ, J.L. y VILLAR EZCURRA, J.L., Principios de Derecho Administrativo Il, Servicio Publicaciones Facultad Dere­
cho. UNIVERSIDAD COMPLUTENSE MADRID, Madrid, 1.993. 

38 Ver nota anterior. 
·'" Consecuencia de la Jurisprudencia existente en torno al antiguo artículo 47.1.a) de la Ley de Procedimiento Administrativo, que 

sólo se refería al supuesto de que el órgano fuese «manifiestamente incompetente>>, sin especificar nada más. Así, la STS de 15 de 
Enero de 1.992 indicó que la precisión del término <<órgano manifiestamente incompetente>> que utiliza el art. 47.l.a), «se refiere a 
la competencia por razón de la materia o del lugar, pero no comprende la jerárquica o de grado, que lleva aparejada la mera anulabilidad del 
acto, según el art. 48.1, la cual, además, es susceptible de con·validación>>. 

~~ PARADA, R., Derecho Administrativo l. Parte General, Marcial Pons, Madrid, 1.995, pp. 198 y 199. 
41 Como sería el caso de que un Ministro acordara la separación definitiva de un funcionario, sanción que está claramente reservada 

al Consejo de Ministros. 
" Como las SSTS de 19 de Abril de 1.979 o de 6 de Febrero de 1.985. 
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evidente y palpable, de forma que salte a primera 
vista, deducible sin esfuerzo dialéctico o inter­
pretación laboriosa43 • 

b) Se viene exigiendo la condición de que la 
incompetencia sea también grave ... 

e) Se da cuando un órgano administrativo dicta un 
acto que corresponde a otro órgano, aun siendo 
de la misma Administración. 

d) También se produce en aquellos casos en que el 
órgano autor del acto invade la esfera de atribu­
ciones de otra Administración Pública, e incluso 
cuando se invade la de órganos ajenos a la Ad­
ministración y el Poder Ejecutivo. 

C) Actos que tengan un contenido imposible. 

Este supuesto se debe más a razonamientos lógicos 
de la doctrina que a experiencias resueltas por la Ju­
risprudencia, no siempre afortunada cuando ha tra­
tado este concepto para declarar la nulidad absoluta. 
Debe entenderse el contenido en sentido estricto como 
la declaración de conocimiento, voluntad o juicio en 
que el acto consiste; desde esa concepción, la plena 
regularidad del acto exigiría que su contenido fuera 
determinado o determinable, posible y lícito. Pero, 
como indican F. GARRIDO FALLA y J.M. 
FERNÁNDEZ PASTRANA45 «la ilicitud del acto no 
ocasiona, como regla, nulidad, sino su anulabilidad». 

En tanto que el contenido de los actos puede hacer 
referencia a las personas, a los objetos materiales y al 
elemento o situación jurídica, se alude a una imposi­
bilidad por falta de: Substrato Personal, Substrato 
Material y Substrato Jurídico. 

El Tribunal Supremo, además de equiparar este con­
cepto con el artículo 1.272 del Código Civil46

, refiere la 
imposibilidad de contenido de los actos administra­
tivos a la imposibilidad natural, física y real (indi­
cando que la jurídica equivale a la mera ilegalidad 
que desemboca en una infracción del ordenamiento y 
que sólo ocasiona, como mucho, la anulabilidad), es­
tableciendo asimismo que debe ser originaria (apre­
ciable en el momento de producirse el acto nulo). Se 

43 SSTS de 20 de Mayo de 1968 y de 23 de Marzo de 1984. 
44 STS de 23 de Abril de 1983. 
45 Ob. cit., p. 169. 
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habla también de imposibilidad lógica, ya porque el 
contenido sea indeterminado o indeterminable, ya 
porque sea contradictorio47 • 

En otras ocasiones se ha considerado acto de conteni­
do imposible como ambiguo o ininteligible y por ello 
inejecutable (STS 6 Noviembre de 1981). 

O) Actos que sean constitutivos de infracción penal o 
se dicten como consecuencia de ésta. 

Lógicamente, este supuesto se refiere a los delitos 
que pueda cometer la autoridad o el funcionario48 

con motivo de la emanación de un acto administrati­
vo, pues la Administración como persona jurídica 
no puede ser sujeto activo de conductas delictivas. 

El concepto de acto constitutivo de infracción penal 
debe comprender, no sólo los delitos, sino también las 
faltas. En todo caso, debe tratarse de una conducta 
tipificada en el Código Penal o en las leyes penales 
especiales, no bastando que el hecho pueda consti­
tuir, únicamente, una infracción administrativa o 
disciplinaria. Todavía más: aunque el acto no sea cons­
titutivo de delito o falta penal en sí mismo, si se dicta 
como consecuencia de un delito o falta, se reputará 
nulo de pleno derecho. 

La relación entre la conducta punible y la resolución 
que se pretende nula de pleno derecho ha de consistir 
en una relación estrecha y causal. 

En lo referente a la relación temporal del acto con la 
infracción penal, podemos distinguir los siguientes 
supuestos: 

Acto anterior a la comisión del delito: así, cuan­
do se ordene la realización de una conducta 
tipificada en el Código Penal. 
Actos delictivos en sí: el elemento penal es coetá­
neo a la producción del acto. 
Acto posterior a la comisión del delito: el factor 
determinante de la responsabilidad criminal se 
produce en un momento lógico anterior a la pro­
ducción del acto, cooperando de manera deter-

46 A tenor del cual «No podrán ser objeto de contrato las cosas o servicios imposibles>>. 
47 STS de 7 de Octubre de 1987 . 
.¡s Según F. LÓPEZ-NIETO y MALLO, la conducta delictiva puede ser también <<de cualquiera de los interesados e incluso de 

terceros». LÓPEZ-NIETO y MALLO, El procedimiento Administrativo de las Administraciones Públicas, Madrid, 1994, p. 163. 
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minante en su aprobación posterior a la comi­
sión del delito. 

Pero la cuestión más compleja que plantea esta causa 
de nulidad es la de si la calificación penal del acto 
cuya nulidad se pretende declarar debe hacerse por 
los Tribunales Penales o puede hacerla la Adminis­
tración al resolver los recursos administrativos o los 
Tribunales Contencioso-Administrativos como presu­
puesto de sus sentencias anulatorias del acto. La so­
lución podemos encontrarla en diversos preceptos: 

- Artículo 4 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso­
administrativa: excluye del conocimiento de ésta las 
cuestiones prejudiciales de carácter penal. 
- Artículo 1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 
reserva a la competencia exclusiva de los Tribunales 
penales el enjuiciamiento de los hechos constitutivos 
de delito. 
- Artículo 118.4 de la LAP: exije sentencia judicial 
firme para la concurrencia de los motivos de revisión 
de los actos administrativos que menciona. 
-Artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 
como excepción a la regla general de que cada orden 
jurisdiccional podrá conocer «a los solos efectos 
prejudiciales de asuntos que no le estén atribuidos privati­
vamente», se refiere a «la cuestión prejudicial penal de la 
que no pueda prescindirse para la debida decisión o que 
condicione directamente el contenido de ésta que determi­
nará la suspensión del procedimiento mientras aquélla no 
sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, 
salvo las excepciones que la Ley establezca». 

No obstante esta regulación, se pone de manifiesto, 
por un sector doctrinal, cómo, por ser previo el pro­
nunciamiento del Juez Penal para que la Administra­
ción o el Tribunal Contencioso consideren un acto 

constitutivo de infracción penal o dictado como con­
secuencia de ésta, éste supuesto de nulidad queda 
prácticamente inutilizado49 , llegando a defender 
SANTAMARÍA que en supuestos extremos pueda la 
Administración o el Tribunal Contencioso -a los so­
los efectos de declarar la nulidad de un acto 
administrativo- verificar su carácter delictivo. Pero la 
mayoría de la doctrina50 ha rechazado esta posibili­
dad, recordando que el monopolio del Juez penal es 
absoluto y sin excepción alguna. 

E) Actos dictados prescindiendo total y absolutamente 
del procedimiento legalmente establecido o de las 
normas que contienen las reglas esenciales para la 
formación de la voluntad de los órganos colegiados. 

a) Actos dictados prescindiendo total y absolutamen­
te del procedimiento legalmente establecido. 
Este supuesto es una consecuencia de la función 
institucional del procedimiento administrativo: ser­
vir de cauce a la actividad administrativa con rele­
vancia jurídica, como garantía del acierto y la legali­
dad de las decisiones administrativas. 

En el procedimiento administrativo los vicios de for­
ma no tienen efectos invalidatorios, salvo cuando el 
acto carezca de los requisitos formale~ indispensa­
bles para alcanzar su fin, o de lugar a la indefensión 
de los interesados (en cuyo caso no se ocasiona la 
nulidad de pleno derecho, sino la simple 
anulabilidad). 

La nulidad de pleno derecho se reserva para supues­
tos gravísimos en los que falta el procedimiento total 
y absolutamente o aquellos otros en que el trámite 
omitido es de tal importancia que equivale a una omi­
sión completa de aquel 51 • 

"'' Por ello, según R. PARADA, «de lege ferenda se postula reconocer la competencia de los Tribunales Contencioso-administrativos 
para una calificación prejudicial objetiva del presunto delito como acción típica y antijurídica a los solos efectos de anulación del 
acto, pero sin prejuzgar la condena penal ( ... ), ni condicionar la actuación de los Tribunales penales, a los que en definitiva 
correspondería completar, en su caso, esa calificación objetiva, con los elementos de la imputabilidad y culpabilidad para la 
imposición de penas. Sólo si se admite esa competencia prejudicial en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa podrán 
realmente anularse aquellos actos que, siendo constitutivos de delito, no se pueda llegar a una sentencia de condena, bien por 
falta de los elementos subjetivos del delito, culpabilidad o imputabilidad, bien porque se ha extinguido la acción penal como en 
los casos de muerte del reo, amnistía o prescripción del delito o de la pena». PARADA R., ob. cit., p. 201. 

"
1 Así GARRIDO FALLA, F. y FERNÁNDEZ PASTRANA, J.M., ob. cit., pp. 171 y 172. 

51 «Lo que sucede -corno indican F. GARRIDO FALLA y J.M. FERNÁNDEZ PASTRANA- cuando se omite el trámite de audiencia 
al interesado>>, considerado como trámite elemental, esencialísimo y hasta sagrado (STS de 20 de Abril de 1983) en relación con 
los procedimientos sancionadores o que terminan en la imposición de actos de gravamen, si bien el criterio definitivo haya de ser 
el de que la omisión de lugar a indefensión efectiva>> (ob. cit., pp. 172 y 173), en concordancia con lo establecido para los actos 
procesales por la Ley Orgánica del Poder Judicial que impone la nulidad de pleno derecho cuando se dicten con infracción de los 
principios de audiencia, asistencia y defensa, siempre que efectivamente se haya producido indefensión (artículo 238.3). 
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Se asimilan a la falta total y absoluta del procedimien­
to los casos en que se sustituye el legalmente estable­
cido por otro distinto. 

La Jurisprudencia ha evolucionado y, si bien en un 
primer momento se atuvo a la literalidad de la norma 
(posición restrictiva en la aplicación de este supuesto 
de nulidad52 ), en la actualidad, no sólo la absoluta 
inobservancia, sino también la omisión de trámites 
esenciales del procedimiento provoca la nulidad (po­
sición más matizada), de modo que ya no es inusual 
ver sentencias que declaran la nulidad absoluta de 
un acto por omisión de trámites esenciales y no del 
entero procedimiento53

• 

b) Actos dictados prescindiendo de las normas que 
contienen las reglas esenciales para la formación de 
la voluntad de los órganos colegiados. 

«La inclusión de este supuesto dentro de la nulidad 
de pleno derecho se justifica -indica R. PARADN•­
por la gran importancia que en la organización admi­
nistrativa tienen los órganos colegiados». 

Se ha puestq de relieve que éste supuesto es una 
especificación del anterior, si bien la regla de omisión 
total y absoluta del procedimiento se suaviza aquí 
sustituyéndola por la de infracción de las reglas esen­
ciales de ese procedimiento (en concreto, de las reglas 
esenciales para la formación de la voluntad de los 
órganos colegiados), no necesariamente de todas, sino 
de cualquiera de ellas. Por tanto, puede referirse a las 
normas específicas de cada órgano colegiado y, 
supletoriamente, a las de: 

Convocatoria: la convocatoria ha de practicarse en 
la forma legalmente prevenida, para dar oportuni­
dad a todos los miembros del órgano a asistir a la 
reunión y contribuir a formar la voluntad de aquél. 

JUANA MORCILLO MORENO 

Orden del día de la correspondiente reunión: 
el orden del día delimita el campo de la 
deliberación, por lo que la adopción de de­
cisiones ajenas al mismo constituye una 
infracción grave determinante de la nulidad 
de dichas decisiones. 
Constitución del órgano: el quórum de asistencia 
es el que acredita la constitución del órgano y la 
posibilidad de la actuación de éste como tal, por 
lo que dicho quórum ha de cumplirse tanto en el 
momento inicial, como a lo largo de toda la re­
unión. 
Adopción de acuerdos: el cumplimiento del 
quórum de votación es necesario para el surgi­
miento de la decisión o acuerdo. 

El Tribunal Supremo se ha mostrado contrario a ad­
mitir la aplicación de este supuesto de nulidad a ca­
sos en que la exigencia del procedimiento de forma­
ción de la voluntad de los órganos colegiados no esté 
específicamente prevista. 

F) Actos expresos o presuntos contrarios al orde­
namiento jurídico por los que se adquieran faculta­
des o derechos cuando se carezca de los requisitos 
esenciales para su adquisición. 

Novedad más importante en la relación de supues­
tos determinantes de nulidad de pleno derecho. 
Parece ser consecuencia, según J.L. VIL LAR PALASÍ 
y J.L. VILLAR EZCURRA55

, de la nueva regulación 
que la LAP otorgó al silencio administrativo. 

En relación con los actos presuntos, si alguna di­
ferencia debe ser apreciada frente a las resolucio­
nes expresas, en lo atinente a supuestos de nu­
lidad, es la inaplicabilidad de lo relativo a la falta 
total y absoluta del procedimiento legalmente 
establecido. 

52 No obstante, aún se aprecia esa orientación en alguna Sentencia, como la STS de 13 de Feb~ero de 1995, que indica: <<El 
recurrente sostiene que la falta de audiencia hace incurrir al acuerdo impugnado en la causa de nulidad de pleno 
derecho. Sin embargo, este motivo de casación no puede prosperar porque, ( ... ) aunque se haya prescindido de un trámite 
tan importante como el de la audiencia previa del interesado. no puede decirse que se haya prescindido total 11 absolu­
tamente del procedimiento legalmente establecido para dictar aquel acto». 

53 Así la STS de 14 de Junio de 1995, en la que el sujeto pasivo planteó ante el Tribunal de instancia la nulidad de pleno derecho 
de la liquidación impugnada al haberse practicado con omisión total y absoluta del procedimiento legalmente establecido. «La 
actuación inspectora -indica la Sentencia en su Fundamento Jurídico 4°- ha de producirse siguiendo determinados cauces 
procedimentales y con observancia de las imprescindibles garantías establecidas en favor de los administrados entre las 
que se encuentran la audiencia previa del contribuyente, cuya ausencia vicia de nulidad los actos posteriores>>. En el 
mismo sentido la STS de 31 de Octubre de 1995. 

54 PARADA, R., ob. cit., p. 203. 
55 VILLAR PALASÍ, J.L. y VILLAR EZCURRA, J.L., ob. cit., p. 154. 
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La nulidad deriva aquí de la infracción del orde­
namiento jurídico consistente en el reconocimiento 
(al destinatario o destinatarios del acto) de facul­
tades o derechos a pesar de la no concurrencia de 
los requisitos esenciales precisos para la adquisi­
ción de los mismos. 

La formulación legal no es muy precisa, planteando 
dos problemas interpretativos que deberán ser resuel­
tos por la Jurisprudencia Contencioso-Administrativa: 

a) 

b) 

* 

* 

Ámbito de las facultades o derechos a que se re­
fiere el texto legal, planteándose si se alude, sólo 
a los casos en que a la Administración corres­
ponde verdaderamente constituir derechos, o 
también a todos aquellos en que la acción 
administrativa posibilita la efectividad de facul­
tades o derechos. La mayoría de los autores se 
inclinan por la segunda posibilidad debido a la 
redacción y la finalidad del texto legal. Pero lo 
cierto es que la causa de nulidad afecta solo a los 
actos favorables. 

Determinación del concepto de <<requisito esen­
cial>>, concepto jurídico indeterminado que ha de 
ser objeto de una interpretación restrictiva. 

Según F. GARRIDO FALLA y J.M. FERNÁNDEZ 
PASTRANA, no cabe entender por «requisitos 
esenciales>> del acto la conformidad del derecho 
obtenido con la Ley o con el Ordenamiento Jurí­
dico y menos aún pueden considerarse tales los 
vicios de forma, en general no invalidantes56

• 

Por otro lado, J.L. VILLAR PALASÍ y J.L. VILLAR 
EZCURRA indican que la expresión «requisitos 
esenciales>> viene referida al destinatario del acto 
y no al mismo, de modo que no se trata de ver qué 
acto infrinja más o menos gravemente el Ordena­
miento Jurídico, sino de que el particular no cum­
pla con los requisitos esenciales para la adquisi­
ción de un derecho o facultad. En este sentido, 
podrían incluirse: los aspectos que afectan a la 
capacidad genérica de obrar o a la capacidad 
específica exigida en determinados supuestos, 
los que afectan a los presupuestos de hecho 
previstos en las normas o los que impliquen la 

nulidad del acto por cualquiera de los motivos 
que enuncia el62 LAP y otra Ley especial. 

Si a pesar de todo terminara por imponerse una 
interpretación no restrictiva de los «requisitos esencia­
les>> el resultado sería que la invalidez de los actos 
estaría regida por dos reglas contrapuestas: la de 
anulabilidad para las infracciones del Ordenamien­
to Jurídico en los actos de gravamen para los ciuda­
danos, y la de nulidad absoluta en relación con los 
actos favorables a su esfera jurídica. 

G) Actos nulos porque así se establezca expresa-
mente en una disposición de rango legal. 

Este apartado pretende no tanto abrir la puerta a un 
ensanchamiento de los supuestos de nulidad de ple­
no derecho, cuando restringir esa posibilidad 
vedándola a la norma meramente reglamentaria. 

Sin embargo, «la fórmula es desafortunada 57 << por­
que esta causa puede ser ampliada no sólo por 
las leyes estatales sino también por leyes autóno­
mas, con lo que el cuadro de las nulidades puede 
llegar a no ser homogéneo en todo el territorio 
nacional, salvo en el mínimum de los supuestos que 
constituyen nulidad de pleno derech0, ampliable 
a discreción por cada Comunidad Autónoma, de 
modo que por la vía de adicionar nuevos supuestos 
de nulidad radical termine por ser la regla la 
excepción y la excepción la regla. Situación ante 
la que muestran su temor F. GARRIDO FALLA y 
J.M. FERNÁNDEZ PASTRANA. 

3. La nulidad de pleno derecho de las dis­
posiciones administrativas 

La nulidad de pleno derecho de los reglamentos 
va más allá que la de los actos administrativos, 
cubre un campo más extenso, pues a las causas 
o supuestos que determinan la nulidad de pleno 
derecho de los actos se suman los supuestos en 
que la disposición administrativa infrinja la Constitu­
ción, las leyes u otras disposiciones de rango superior, 
las que regulen materias reservadas a la ley, y las 
que establezcan la retroactividad de disposiciones 

5
" Especialmente, no pueden considerarse nulos de pleno derecho los actos en cuyo procedimiento de elaboración se hubiera obviado 

la acreditación de un determinado requisito, aunque éste fuera esencial para la adquisición del derecho o facultad, pues lo 
determinante de la nulidad es la carencia misma del requisito y no que se haya acreditado por el particular; más aún, cuando esta 
carga formal pudo ser subsanable a instancia del órgano administrativo competente. 

57 GARRIDO FALLA, F. y FERNÁNDEZ PASTRANA, J.M., ob. cit., p. 176. 
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sancionadoras no favorables o restrictivas de los 
derechos individuales (art. 62.2 LAP). 

Ahora bien, ¿cuál es la razón de ser de este especial 
rigor para los reglamentos de forma que la regla 
general venga a ser que la invalidez siempre merezca 
la calificación de nulidad de pleno derecho? Cierta­
mente, a primera vista, resulta claro que la invalidez 
de las disposiciones generales tiene una mayor gra­
vedad que la de los actos administrativos, pues 
aquella invalidez puede dar lugar en la aplicación 
del reglamento inválido a una infinita serie de actos 
administrativos, que serían asimismo inválidos. 

El mayor rigor que se desprende de la ampliación del 
campo de la invalidez radical para los reglamentos 
inválidos se corresponde con la mayor extensión de las 
técnicas para el control de los reglamentos ilegales, 
pues además de los que se dan en la esfera administra­
tiva y contencioso-administrativa, se da orden a los 
jueces para la inaplicación de los reglamentos ilegales. 

4. Efectos de la declaración de nulidad 

La construcción dogmática del derecho privado en 
torno a la nulidad no puede ser aplicada, sin más, 
al Ordenamiento Administrativo, habida cuenta de 
la peculiar tensión entre los principios de seguridad 
jurídica y de legalidad. 

La trascendencia de la declaración de nulidad de los 
actos será fundamentalmente de carácter procesal, 
pudiendo.destacar los siguientes efectos: 

JUANA MORCILLO MORENO 

a) Posibilidad de que la Administración pueda re­
visar y pedir, en cualquier momento, la revisión 
de los actos nulos de pleno derecho, aunque haya 
pasado el plazo para recurrir58 y sin la limita­
ción del plazo de cuatro años que existe para la 
revisión de oficio de actos declarativos de dere­
chos que sean anulables, o para la declaración 
de lesividad de los mismos59

• En definitiva, lo 
que existe es una imprescriptibilidad de la ac­
ción, pues la nulidad de pleno derecho no puede 
subsanarse ni convalidarse. 

b) Potestad de suspender los actos que sean objeto 
de recurso cuando puedan ser nulos de pleno 
derecho. 

e) En principio y salvo que las circunstancias 
específicas del caso concreto obliguen a la 
consideración prioritaria de las causas forma­
les de inadmisibilidad del recurso formulado 
contra el acto, el enjuiciamiento por los Tribu­
nales de las causas de DUlidad es anterior al 
examen de las causas de inadmisibilidad. 

5. Efectos diferenciales entre la nulidad 
de pleno derecho y la anulabilidad. 

La Ley de Régimen Jurídico de las Administracio­
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Co­
mún, tan precisa en la determinación de los supues­
tos de nulidad y anulabilidad, nada dice explícita­
mente, sobre las características que se conectan con 

"' La acción para impetrar la declaración de la nulidad radical de los actos no prescribe, si bien ha de ser ejercitada en los plazos 
establecidos legalmente para cada una de las formas posibles de su ejercicio. Ello significa que la impugnación directa del acto 
ha de producirse inexcusablemente en los fugaces plazos fijados para la interposición de los recursos administrativos y el ulterior 
contencioso-administrativo, so pena de inadmisibilidad de los mismos; pero también que transcurridos tales plazos podrá y 
deberá procederse actuando la regulada en los artículos 102 y 103 LAP. 
En definitiva, el acto administrativo, que opera a la vez como acto primario de un sujeto de derecho y a la vez como acto judicial, 
tiende por lo primero a aceptar las duras consecuencias de la nulidad radical, fundamentalmente, la imprescriptibilidad de la 
acción de nulidad que no tendría plazo para su ejercicio directo o para la oponibilidad como excepción en cualquier proceso; pero 
al tiempo, en cuanto resolución de efectos judiciales, el acto administrativo es enjuiciado en los recursos administrativos y 
contencioso-administrativos como una sentencia en grado de apelación y, en consecuencia, los Tribunales de este orden tienden a 
no considerar siquiera si la impugnación se funda en una causa de nulidad o anulabilidad cuando faltan algunos de los 
presupuestos o requisitos del proceso de segunda instancia y, en particular, si el recurso se interpone fuera de los brevísimos 
plazos de un mes y dos meses que se prescriben, respectivamente, para los recursos ordinario o contencioso-administrativo. 

'" En este sentido y afianzando la importancia de los principios de estabilidad y seguridad jurídica en el ordenamiento administra­
tivo, se debe mencionar la STS de 16 de Diciembre de 1993, que indica cómo la Jurisprudencia del Tribunal Supremo se 
pronuncia por una interpretación restrictiva, tanto de la aplicación de los supuestos de nulidad de pleno derecho, como de su 
declaración por la vía del (antiguo) artículo 109 de la Ley de Procedimiento Administrativo, añadiendo que <<se requiere ( .. .) de una 
cuidadosa ponderación, sobre todo habida cuenta de que la no sujeción a plazo para efectuar la impugnación, entraña un riesgo evidente para 
la estabilidad o seguridad jurídica». Y como consecuencia de estos pronunciamientos, la mencionada Sentencia establece: «No resulta 
conforme a la equidad que quien pudo defender su derecho en un momento en que hubiera sido posible tenerlo en cuenta y no lo hizo, 
pretenda tardíamente que se le restablezca su condición si de restablecerse ocasionara dificultades insolubles». 

Derec1'1o y Sociedad 1 14 161 



LA INvALIDEZ DE LOS ACTOS ADMINIS1RATIVOS 

esas dos categorías de la invalidez. Esta cuestión 
queda remitida a indirectas precisiones legales y a 
las construcciones doctrinales y jurisprudenciales. 

Así, la distinción entre nulidad absoluta y nulidad 
relativa radica en las diversas consecuencias jurídi­
cas entre una y otra: 

* 

* 

* 

La nulidad absoluta poseé un carácter automá­
tico, frente al carácter rogado de la anulabilidad. 
La nulidad absoluta puede alegarse en cualquier 
tiempo, incluso aunque el acto viciado haya ad­
quirido la apariencia de formalmente firme por 
haber transcurrido los plazos para recurrir con­
tra el mismo sin que ningún recurso haya sido 
utilizado; y puede la Administración revocarlo 
de oficio sin necesidad de recurrir al procedi­
miento de lesividad. 

* Finalmente, de nuevo resaltar el carácter 
imprescriptible de la acción de nulidad, que 
se desprende del artículo 102 frente al103 de 
la LAP, pues al regular la revisión de los actos 
inválidos permite que la acción de nulidad 
se actúe, de oficio o a instancia de parte, en 
cualquier tiempo, mientras el plazo para la 
revisión de oficio de los actos anulables se 
fija en cuatro años. 

VII. ANULABILIDAD O NULIDAD RE­
LATIVA. EN ESPECIAL, LA DESVIA­
CIÓN DE PODER 

Nos encontramos aquí con aquellos casos en los que 
el vicio que afecta al acto administrativo no es de 

orden público y, por tanto, sólo 
afecta a los concretos destina­La nulidad de pleno 

derecho produce sus 
efectos «ex tune>>, es de­
cir, retrotrayéndose sus 
efectos al momento en 
que se dictó el acto, en 
tanto los efectos de los 
actos anulables son «ex 
nunC>>, es decir, se pro­
ducen a partir del mo-

«Existe una mayor facilidad para 
la suspensión de la ejecutivzdad 
de los actos nulos de pleno dere­

cho cuando son impugnados y 
al margen de que ocasionen 
o no pe_rjuicios de imposible 

tarios de ese acto. En este su-
puesto, la eliminación del acto 
inválido no es considerada 
como una necesidad por el De­
recho; no es el propio sistema 
el que exige la expulsión de 
ese acto del orden jurídico. Es 
más, la tendenci<... del Derecho 

_ q_ qiJícilT~Pl!~Cf(;ion. » 

* 

* 

* 

mento en que el organismo competente lo dicta. 
El acto nulo de pleno derecho carece «ab initio>> 
de efecto alguno, de modo que los actos que sean 
consecuencia de ellos son igualmente nulos'". 
El acto nulo no puede ser sanado por confirma­
ción o convalidación. Por el contrario, los actos 
anulables pueden ser sanados por confirmación 
o convalidación del vicio invalidante, y el paso 
del tiempo impide el ejercicio de las acciones 
anulatorias al particular afectado y a la propia 
Administración: el no ejercicio de la acción de 
nulidad y el consentimiento expreso o tácito de 
quien puede ejercitarla producen el efecto sana­
torio'1. 
Existe una mayor facilidad para la suspensión 
de la ejecutividad de los actos nulos de pleno 
derecho cuando son impugnados y al margen 
de que ocasionen o no perjuicios de imposible o 
difícil reparación. 

hacia la paz juríd1ca tendría 
como resultado el considerar más favorable para el 
ordenamiento la conservación de esos actos. No obs­
tante, al tratarse de actos contrarios a Derecho, si 
este acto causa un perjuicio a alguno de sus destinata­
rios, el Derecho tiene que permitir que éstos puedan 
ejercer su derecho a hacer efectiva la invalidez. Por 
este motivo, el régimen procesal que permite lograr 
la ineficacia de aquellos actos que son inválidos, 
pero que, sin embargo, la infracción en la que han 
incurrido no tiene la suficiente gravedad como para 
afectar al orden público, tiene que compatibilizar 
el derecho del perjudicado a expulsar el acto del 
ordenamiento con el derecho del resto de la comu­
nidad a la estabilidad de las relaciones jurídicas. 
Este régimen es la anulabilidad. Por ello, según M. 
BELADÍEZ ROJ0'2 «la anulabilidad es una técnica 
en beneficio del administrado, pues es á éste a quien 
únicamente puede favorecer la eliminación de ese 
acto concreto>>. 

"'' Es de aplicación la regla <<quod nul/um est nullum effectum producif>>. 
"
1 GARCÍA DE ENTERRÍA y T.R. FERNÁNDEZ, Curso de Derecho Administrativo, I, 4' Ed., p. 564. 

"2 BELADÍEZ ROJO M., ob. cit., pp. 60 y 61. 
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De este modo, el régimen procesal de la anulabilidad 
debe construirse de forma que permita que puedan 
ser conciliados los dos intereses en conflicto: el del 
perjudicado en eliminar el acto contrario a Derecho y 
el general en la estabilidad. Y para armonizar estos 
intereses es necesario permitir que los concretos per­
judicados puedan hacer efectivo su derecho a obtener 
la ineficacia de ese acto inválido sin por ello vulnerar 
las exigencias de estabilidad que demanda la comu­
nidad jurídica, lo que se consigue sometiendo el dere­
cho que tiene el perjudicado por el acto inválido a 
lograr su ineficacia a un plazo de ejercicio, transcu­
rrido el cual sin que se haya ejercido la acción de im­
pugnación, el acto se entiende consentido. 

Una vez que han prescrito las acciones de impugna­
ción de los distintos interesados, el acto se convierte 
en inimpugnable a pesar de las graves infracciones 
en las que hubiera podido incurrir. El Derecho está 
protegiendo su eficacia práctica, con lo cual está reco­
nociendo su validez. Resulta, por tanto, que como 
consecuencia de un hecho jurídico (transcurso del 
tiempo) se produce una<< validez sobrevenida>> o con­
validación del acto inicialmente inválidoó3. 

l. La cláusula general de anulabilidad 

La Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
(artículo 63), en evidente contraste con el Código Ci-· 
vil (artículo 6.3), ha convertido la anulabilidad en la 
regla general de la invalidez, al disponer que <<Son 
anulables los actos de la Administración que incurran en 
cualquier i1~{mccíón del ordenamiento jurídico, incluso la 
desviación de poder>> (artículo 63.1). En materia de ac­
tos rige la presunción de anulabilidad y sólo excep­
cionalmente tiene lugar la nulidad absoluta, afirma­
ción que, no obstante, debe ser matizada: 

.. 
En primer lugar, porque no toda infracción del 
Ordenamiento Jurídico que no constituye -ficio 
de nulidad, podrá ser configurada dentro de la 
anulabilidad. Existirán una serie de infraccio­
nes que, en aras del principio de seguridad jurí­
dica, serán excluidas de la anulabilidad siendo 
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consideradas como meros vicios irrelevttntes sin 
sanción alguna de ineficacia del acto (y que estu­
diaremos en el epígrafe siguiente). 

En segundo, porque aunque el único vicio men­
cionado explícitamente en el artículo 63.1 LAP 
sea la desviación de poder, esta inclusión se debe 
más bien a un deseo de patentizar su admisión 
como tal. Por ello, no deberá excluirse la posibili­
dad de que algunos supuestos de desviación de 
poder impliquen también la existencia de vicios 
de nulidad, en los casos en que tiene lugar la 
comisión de un delito. 

La anulabilidad, por tanto, constituye el supuesto 
general donde deben encuadrarse los vicios de los 
actos con las dos únicas salvedades referentes a los 
casos considerados como de nulidad y a aquellos 
otros que, por su escasa relevancia, carecen de san­
ción de ineficacia. 

Los vicios que originan la anulabilidad han de ser 
hechos valer en la correspondiente impugnación y 
únicamente tras su aceptación por la Administración 
o, en su caso, por el Juez contencioso-administrativo, 
proaucen la anulación del acto administrativo. De 
ahí que deban hacerse valer utilizando los medios de 
fiscalización regulados por el propio texto legal, es 
decir, el recuso u otro medio de impugnación alterna­
tivo procedente en vía administrativa primero y el re­
curso contencioso-administrativo después. Tales vi­
cios son convalidables por la subsanación de los de­
fectos de que adolecen y por el transcurso del tiempo 
establecido para la interposición de los recursos ad­
ministrativos (un mes para el recurso ordinario y dos 
meses para el recurso contencioso-administrativo) o 
por el de cuatro años frente a los poderes de la Admi­
nistración para la revisión de oficio. 

A) La desviación de poder. 

A la desviación de poder alude expresamente el ar­
tículo 63.1. Conforme al artículo 83.3 de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, la desvia­
ción de poder consiste en el ejercicio de potestades 

"' En este caso, al tratarse de vicios que no afectan a las bases mismas del sistema, la alteración de las relaciones jurídicas supone 
un perjuicio mayor para el orden jurídico que el beneficio que representaría restaurar la legalidad quebranta-da. Por ello, dado 
que el directamente perjudicado por el acto renunció a obtener la ineficacia de ese acto y era únicamente a él a quien con ello se 
podría beneficiar, no existe ningún interés en declarar ineficaz ese acto jurídico. Es más, el interés se encuentra precisamente en 
garantizar su conservación, pues sólo de este modo se satisfacen las exigencias de seguridad que demanda el tráfico jurídico. 
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administrativas para fines distintos de los fijados 
por el ordenamiento jurídico, «no siendo suficiente 
presunciones o suspicaces interpretaciones del acto 
administrativo o de las ocultas intenciones que su­
puestamente lo determinan64 ».La desviación de po­
der concurre siempre que, por perseguirse un fin dis­
tinto al contemplado por la potestad-competencia 
ejercitada, se defrauda el tenido a la vista y perse­
guido por ésta. Supone una defraudación objetiva del 
fin o interés público que debía ser cumplido en el 
caso concreto. 

Algunos autores franceses indican que la desviación 
de poder hace referencia a la fiscalización de las in­
tenciones, a los estados de alma de los administrado­
res cuando éstos emplean sus poderes para conse­
guir fines distintos del interés público. Así, en pala­
bras del profesor PROSPER WEIL «es a la vez audaz 
y difícil: audaz, por lo desagradable que resulta ta­
char a la Administración de mala fe, y difícil, porque 
difícil es siempre sondear el ánimo de quien decide». 

La Jurisprudencia Contencioso-Administrativa ha 
sido muy reticente a la hora de la apreciación de este 
vicio, si bien tras la Constitución es apreciable una 
renovación que resulta ser coincidente, en palabras 
de C. CHINCHILLA MARÍN, «con la renovación del 
interés doctrinal por el mismo como técnica específi­
ca de control de la acción administrativa>>. El estado 
actual de la Jurisprudencia puede resumirse así: 

a) Aunque la desviación de poder se puede dar con oca­
sión del ejercicio de cualquier potestad administrati­
va, resulta más factible en las discrecionales que en las 
reglamentarias, pues en éstas el contenido de la decla­
ración administrativa aparece objetiva y concretamen­
te prefigurado por la norma (SSTS de 28 de Enero 
y de 13 de Abril de 1983). 

b) La principal cuestión que suscita el vicio es la iden­
tificación del apartamiento del fin en que consiste la 
desviación. Ahora bien, no hay duda cuando ésta trae 
causa de móviles personales o subjetivos, ya que sólo 
puede decirse que se da el apartamiento cuando se 
persigan fines distintos, incluso lícitos, de los 
específicamente previstos por la norma aplicada (STS 

64 STS de 9 de Febrero de 1996. 

de 27 de Setiembre de 1985). En todo caso, no es 
preciso que los fines efectivamente perseguidos sean 
« torticeros65 «. En definitiva, el apartamiento del fin 
consiste en la ruptura o quiebra de la exigible línea 
de continuación entre atribución normativa de lapo­
testad y acto. 

e) El problema más delicado a la hora de la aplica­
ción práctica de la desviación de poder radica en 
la prueba de su concurrencia. Tras una posición 
inicial bastante estricta y que imposibilitaba el 
despliegue de este vicio como técnica de control 
efectivo de la actuación administrativa, la Juris­
prudencia viene recientemente sosteniendo que 
el administrado sólo está obligado a establecer el 
fin real pretendido por el acto y a suministrar al 
Juez contencioso-administrativo elementos de jui­
cios suficientemente convincentes como para que 
éste pueda pronunciarse con fundamento sobre 
el apartamiento del fin (STS de 16 de Julio de 
1985). Incluso algún pronunciamiento ha llega­
do a sostener que la prueba de la conformidad 
del acto al fin legal incumbe a la propia Admi­
nistración (STS de 29 de Octubre de 1985). 

d) En todo caso, la desviación de poder constituye 
un técnica de control subsidiaria, en el sentido 
de que entra en juego realmente sólo cuando el 
examen de legalidad, con arreglo a las restantes 
técnicas, ha dado como resultado la improceden­
cia de la apreciación de cualesquiera otros vicios 
(STS 10 Dic. 1985). 

B) Los vicios formales. 

Frente a la regla general de que toda infracción del 
Ordenamiento Jurídico es determinante de 
anulabilidad del acto infractor, la LAP da un trato 
diferenciado a los vicios de forma, los cuales sólo 
invalidan el acto administrativo cuando carecen de 
los requisitos indispensables para alcanzar su fin 
o producen la indefensión de los interesados66 (art. 
63.2), supuestos que, como indica R. PARADN7 «pese 
a su calificación legal como vicios causantes de la 
anulabilidad, constituyen vicios que originan la inexis­
tencia o la nulidad de pleno derecho». Fuera de estos 

"' Como la persecución de o el perjuicio a determinadas personas o el beneficio personal de los funcionarios o las autoridades que intervienen 
en la decisión. 

66 Al respecto, ver STS de 30 de Abril de 1996. 
"

7 PARADA R., ob. cit. pp. 208 y 209. 
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supuestos, una Jurisprudencia muy restrictiva apo­
yada en la presunción de validez de los actos ad­
ministrativos mantiene la tesis de que la forma tiene 
un valor estrictamente instrumental que sólo ad­
quiere relieve cuando realmente incide en la deci­
sión de fondo y cuando realmente se haya produ­
cido indefensión•8 , la cual se considera verdadera 
frontera de la validez. Ahora bien, hay que reco­
nocer que la calificación de la indefensión como vicio 
que aboca a la anulabilidad y no a la nulidad 
absoluta, tiene a su favor una corriente jurisprudencia! 
mayoritaria que admite la convalidación del vicio 
por el hecho de la oportunidad de la defensa a 
posteriori que comporta la interposición de los per­
tinentes recursos administrativos y judiciales con­
tra el acto viciado de indefensiónw. Sin embargo, 
la doctrina está en abierta contradicción con la de 
otros pronunciamientos que afirman la 
insubsanabilidad de la indefensión en vía de re­
curso o que reducen esa posibilidad al supuesto 
en que la oposición del interesado se apoya sólo 
en consideraciones de Derecho. 

Por lo demás, la fórmula práctica del Tribunal Supre­
mo, a la hora de determinar la existencia o no de inde­
fensión, consiste, como indican GARRIDO FALLA y 
FERNÁNDEZ PASTRANA 70

: 

* En primer lugar, en ponderar lo que hubiera po­
dido variar el acto administrativo origen del re­
curso en caso de haberse observado el requisito 

* 

* 
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formal que se infringió (de modo que no basta 
con que haya existido infracción de la forma pres­
crita, con que ésta haya podido producir inde­
fensión, si el resultado final del acto no hubiera 
podido ser distinto). 

En segundo término, en verificar si la Adminis­
tración ha privado al Juez de los elementos de 
juicio necesarios para una valoración justa de la 
solución adoptada (es decir, la indefensión no se 
produce, como regla, aunque se haya omitido un 
trámite como el de audiencia, en la medida, como 
ya hemos comentado anteriormente, en que el 
interesado haya tenido oportunidades posterio­
res en vía de recurso, o en la jurisdiccional, pero 
la indefensión puede producirse, no obstante ta­
les oportunidades de recurso y será el juzgador 
el que atendiendo a las circunstancias del caso 
concreto determine si aquélla se dio o no efecti­
vamente, lo que normalmente no se apreciará 
cuando la oposición del interesado se apoye úni­
camente en cuestiones de Derecho, y se dará, por 
el contrario, cuando se susciten cuestiones de 
hecho). 

Finalmente, ello sucederá, además, Cl,lando el acto 
carezca de los elementos de juicio necesarios para 
que el Tribunal pueda llevar a cabo la pertinente 
y casuística valoración que conecte el vicio de 
forma con el resultado final del acto si aquel vi­
cio no se hubiera producido. 

"" La SI'S de 28 de Diciembre de 1993 indica respecto de la indefensión que «no es la simple denuncia de ella la que produce la anulabi/idad 
de la resolución de modo fatal y automático, y es a la omisión de esta esencial probanza a la que hemos de hacer expresa referencia>>. 

w Es interesante a este respecto la SI'S de 9 de Febrero de 1996, según la cual el carácter esencial de la audiencia como medio para la 
efectiPidad del ejercicio del derecho de defensa, no puede contemplarse al margen de su propia instrumentalidad, de manera que «la 
nulidad del acto o del procedimiento derivada de la consecuente indefensión sólo está justificada cuando ésta se produce 
realmente, es decir, cuando se pierde la oportunidad de hacer valer los propios argumentos o de utilizar pertinentes 
medios de prueba para la defensa de derechos o de intereses legítimos, circunstancia que no puede apreciarse cuando en 
la propia vía administrativa y en la jurisdiccional no ha existido limitación alguna para el ejercicio del derecho de 
defensa en los términos que reconoce el artículo 24 CE». En el mismo sentido la STS de 3 pe Julio de 1995. También la 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 24 de Mayo de 1995, al distinguir entre indefensión material y formal. 
El Tribunal Constitucional tiene declarado que: 
- La indefensión que se prohíbe en el artículo 24.1 CE no nace de la sola y simple infracción (STC de 24 de Noviembre de 1986). 
- La indefensión con relevancia jurídico constitucional se produce cuando la vulneración de las normas procesales lleva consigo 

la privación del derecho a la defensa con el consiguiente perjuicio real y efectivo para los intereses del afectado (STC de 22 de 
Julio de 1988). 

- La Constitución, artículo 24.1, no protege en situaciones de simple indefensión formal, sino en supuestos de indefensión 
material en los que se haya podido razonablemente causar perjuicio al recurrente (STC de 29 de Noviembre de 1985). 

Sobre la indefensión existe numerosa Jurisprudencia. Destaquemos la STS de 24 de Mayo de 1995, que niega la existencia de 
indefensión, al quedar subsanada en la vía jurisdiccional en la que el interesado formuló cuantas alegaciones sobre el fondo pudo 
haber hecho en el trámite administrativo; incluso así lo aceptó el recurrente, cuando en su escrito de demanda refirió: <<ya en el 
fondo del asunto, la omisión del trámite a que nos hemos referido ha privado a mi mandante de la alegación, que ahora 
se hace ... ». 

~~ GARRIDO FALLA y FERNANDEZ PASTRANA, ob. cit., pp. 179 y 180. 
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Indicar también que, aunque la tendencia 
jurisprudencia! es la de conectar el vicio de forma con 
la indefensión, ello no aparece justificado cuando el 
vicio consista en la carencia de los requisitos forma­
les indispensables para alcanzar el fin del acto, que 
es un supuesto conceptualmente diferenciable del sim­
ple vicio formal al que le es exigido el corolario de la 
indefensión para determinar la anulabilidad del acto. 

2. Efectos de la anulación 

Sirva este lugar para enfatizar ciertos aspectos que ya 
se han venido indicando al hilo de esta exposición. 

La declaración de un vicio de anulabilidad produce 
la ineficacia del acto, si bien, a diferencia de la nuli­
dad absoluta, el alcance de esta declaración será mu­
cho más reducido. De ·un lado, porque carecerá de 
efectos retroactivos (ineficacia <<ex nune>>) y porque no 
podrá ser oponible frente a terceros. De otro, porque 
existirá un plazo preclusivo para el ejercicio de la ac­
ción correspondiente, transcurrido el cual se entien­
de convalidado el vicio. Si la impugnación del acto 
procede del particular habrá que tener en cuenta el 
plazo concedido para la interposición del recurso 
correspondiente. Igualmente, si es la propia Admi­
nistración quien decide declarar la anulabilidad del 
acto, tan sólo podrá hacerlo en el plazo de cuatro años. 

VIII. EFECTOS DE LA INVALIDEZ 

Contiene la LAP una serie de preceptos concetnien­
tes a los efectos de la invalidez, que afectan a los actos 
nulos y a los anulables, y que pueden reducirse a las 
siguientes reglas: 

a) La nulidad o anulabilidad de un acto no impli­
cará la de los sucesivos en el procedimiento que 
sean independientes del primero (artículo 64.1 
LAP). 

b) La nulidad o anulabilidad en parte del acto ad­
ministrativo no implicará la de las partes del mis­
mo independientes de aquélla salvo que la parte 
viciada sea de tal importancia que sin ella el acto 
administrativo no hubiera sido dictado (art.64.2). 

71 La doctrina ha denominado a este fenómeno conversión de los actos. 
72 A esto llama la ley conservación de actos y trámites. 

e) Los actos nulos o anulables que, sin embargo, 
contengan los elementos constitutivos de otro 
distinto producirán los efectos de éste71 (artícu­
lo 65 LAP). 

d) El órgano que declare la nulidad o anule las ac­
tuaciones dispondrá siempre la conservación de 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hu­
biera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción72 (artículo 66 LAP). 

e) La Administración podrá convalidar los actos 
anulables, subsanando los vicios de que adolez­
can. El acto de convalidación producirá efecto 
desde su fecha, salvo lo dispuesto para la 
retroactividad de los actos administrativos (artí­
culo 67.1 y 67.2 LAP). A estos efectos: 

Si el vicio consistiera en incompetencia no deter­
minante de nulidad, la convalidación podrá rea­
lizarse por el órgano competente cuando sea su­
perior jerárquico del que dictó el acto viciado ( ar­
tículo 67.3). 

Si el vicio consistiese en la falta de alguna autori­
zación, podrá ser convalidado el acto mediante 
el otorgamiento de la misma pcr el órgano 
competente(art. 67.4). 

f) Cuando en cualquier momento se considere que 
alguno de los actos de los interesados no reúne 
los requisitos necesarios, la Administración lo 
pondrá en conocimiento de su autor, concedién­
dole un plazo de diez días para complementar­
los, es decir, para que complete esos requisitos73 

(artículo 76.2 LAP). 

IX. IRREGULARIDADES NO INVA­
IJDANTES 

1. El principio de estabilidad de los actos 
administrativos 

El Ordenamiento procura dotar de estabilidad a los 
actos administrativos, lo cual se traduce en la exis­
tencia de determinadas irregularidades que no dan 

73 Se trata de una convalidación de los actos de intervención de los administrados en el procedimiento. 
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lugar a la invalidez del acto y, más todavía, en que 
aún en los supuestos en que la irregularidad produce 
la invalidez, se adoptan una serie de técnicas para 
reducirla a los límites estrictos que vienen exigidos 
por el propio vicio cometido. 

Hablamos, pues, de los vicios irrelevantes, cuyo fun­
damento último se encuentra en el principio de segu­
ridad jurídica. 

2. Irregularidades del acto que no dan 
lugar a su ineficacia 

Existen, por tanto, irregularidades que afecta a la lici­
tud del acto pero que no dan lugar a su invalidez o 
ineficacia. Dos son los supuestos que se recogen en la 
Ley 30/1.992: 

Defectos de forma: el artículo 63.2 LAP indica 
que <<el defecto de forma sólo determinará la 
anulabilidad cuando el acto carezca de los re­
quisitos formales indispensables para alcanzar 
su fin o dé lugar a la indefensión de los interesa­
dos'*>>. El problema más interesante que plantea 
este precepto es el relativo a la indefensión; así, 
si se dicta un acto prescindiendo del trámite de 
audiencia al particular, cuando es preceptivo, 
dicho acto será anulable; ahora bien, si el parti­
cular recurre y por ello se declara nulo el acto, 
retrotrayendo las actuaciones al momento en que 
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se produjo la omisión del trámite de audiencia, 
tal nulidad puede perjudicar al recurrente, que 
ya ha podido alegar lo que conviene a su dere­
cho al interponer el recurso y a quien le interesa­
rá más normalmente que se decida sobre el fon­
do. Por ello, el Tribunal Supremo, en estos casos, 
ha entrado a conocer el fondo del asunto, con el 
argumento de que el particular ha podido alegar 
lo que conviene a su derecho al recurrir en vía 
administrativa y posteriormente judicial. Se tra­
ta de evitar la declaración de nulidad de actua­
ciones en perjuicio del recurrente. 

Tiempo: el artículo 63.3 LAP se refiere a los defec­
tos que afectan al tiempo, indicando que «las ac­
tuaciones administrativas realizadas fuera del 
tiempo establecido para ellas sólo implicarán la 
anulación del acto, cuando así lo imponga la na­
turaleza del término o plazo>>. Así, como regla 
general, la actuación administrativa fuera de 
tiempo no implica la invalidez del acto. La obli­
gación de actuar en un determinado plazo sólo 
pretende, normalmente, evitar retrasos injustifi­
cados en la actuación administrativa. Pero en 
otras ocasiones, sin embargo,la propia naturale­
za del término o plazo da lugar a que su incum­
plimiento determine la nulidad del acto75 • En todo 
caso, las actuaciones administrativas realizadas 
fuera de plazo legalmente fijado pueden dar lu­
gar a la responsabilidad del funcionario76 cau­
sante de la demora, si a ello hubiere lugar77.1i!m 

74 Esta previsión legal se apoya, como afirma la Jurisprudencia (ver STS de 26 de Abril de 1.985) en el carácter instrumental de dichas 
formas, que hace que éstas sólo adquieran trascendencia desde su conexión con el plano material, es decir, desde la perspectiva de su 
incidencia sobre la decisión administrativa. De ahí que resulte indispensable ponderar si hubiera variado o no y en qué medida el acto de 
haberse observado el requisito formal omitido o defectuosamente cumplido, pues en el segundo caso el principio de economía procesal impone 
la no apreciación de virtualidad invalidante. 
Parece pertinente también el análisis de si el defecto formal supone o no la privación de elementos de juicio esenciales para el 
control de legalidad del acto, incluido el referente a si el contenido del acto habría experimentado variación. 
En todo caso, cuando el defecto de forma haya privado al acto de requisitos indispensables para alcanzar su fin o produzca indefensión, la 
consecuencia no es una mera irregularidad, sino la anulabilidad efectiva del acto. La Jurisprudencia, aunque habiendo incurrido en algún 
momento en confusión, entiende que se trata de supuestos distintos, que pueden darse de forma independiente. 

75 La Jurisprudencia ha entendido la excepción restrictivamente, exigiendo que la naturaleza del plazo exija su forzoso cumplimien­
to impuesto por la norma (STS de 12 de Julio de 1982) y que se produzca un resultado de indefensión o que prive al trámite 
sobre el que incide el retraso de la posibilidad de conseguir su fin, exigiendo para ello la notoriedad o la prueba de la influencia 
del tiempo en el trámite de que se trate. 

7" Pudiendo dar lugar consecuencias como la de imponer una sanción disciplinaria a su autor (LÓPEZ-NIETO Y MALLO, F., El 
procedimiento administrativo de las Administraciones Públicas, Bayer, Barcelona, 1993, p. 165). 

77 La extemporaneidad de las actuaciones administrativas puede dar lugar (ocasione o no la invalidez) a responsabilidad del 
funcionario causante de la demora, sobre lo que guarda silencio el artículo 63.3 LAP, que debe ser interpretado, no obstante, en 
concordancia con los demás preceptos de la Ley que expresamente responsabilizan al funcionario en el caso de que, por 
incumplimiento de los plazos, se dé lugar a acto presunto. Pero esa responsabilidad no es óbice a la eventual responsabilidad de 
la Administración, cuando el retraso haya ocasionado perjuicios a los interesados afectados por el acto dictado fuera del plazo 
legalmente establecido, según tesis apoyada doctrinalmente, entre otros, por GARCÍA DE ENTERRÍA y T.R. FERNÁNDEZ 
(GARRIDO FALLA y FERNÁNDEZ PASTRANA, Ob. cit., p. 181). 
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